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L.a captura regulatoria: un negocio redituable

éxico vive un momen-

to de incertidumbre sin

precedentes en el dltimo

siglo. Al borde de una

crisis constitucional, en
medio de una lluvia de reformas estruc-
turales, y a merced del resultado de las
elecciones en Estados Unidos, casi parece
irresponsable no abordar alguno de estos
temas. A pesar de ello, nuestra economia
es muy noble, y el pais no se detiene. En
esta ocasién, es el sector de telecomuni-
caciones el que nos sigue dando de qué
hablar.

La nota surge en relacién con conflictos
internos del Instituto Federal de Telecomuni-
caciones (IFT), que en realidad no son tan
internos. Segun |a informacién publicada
el pasado lunes por Mario Maldonado,
en “El golpe final al IFT”, el Organo Interno
de Control del Instituto sancion6 a Adria-
na Williams con la destitucién de su car-
go y la inhabilitacién para ocupar cargos
publicos por ocho meses. La medida se
le impuso por autorizar el borrado de in-
formacién, presuntamente relacionada
con diversos expedientes que se abrieron
a América Mévil, y que fueron cerrados
sin imponerle sanciones. Aparentemen-
te, el caso se relaciona con la suspensién
del cargo de Fernanda Arciniega en
2022, y su inhabilitacién por un afo, tam-
bién por la destruccién de informacién.

Maldonado analiza la gravedad del
caso, y su posible impacto en relacién con
la desaparicion del IFT anunciada por
Morena, pero su informacién da pie para
analizar también el efecto juridico que las
conductas sancionadas deberian tener
para la industria.

Definitivamente, la destitucién de los
cargos de Williams y Arciniega, y su inha-
bilitacién para ejercer cargos piblicos por
ocho meses, o un ano, no son un castigo
suficiente para sus ilicitos. Basicamente,
se quedaron sin empleo, y ahora tendrdn
que actualizar su curriculum y ponerse un
traje sastre para las entrevistas. Nada que
no haya hecho cualquier particular, sin
haber destruido informacién que podria
incriminar, nada mds y nada menos que
al agente econémico preponderante en
telecomunicaciones (AEPT). Si la destruc-
cién de la informacién hubiera surgido de
presiones o extorsiones de América Mavil,
la relacién costo-beneficio haria la decision
muy facil para un servidor publico sin éfica.
El costo por violar la ley ha sido muy bajo.
De hecho, casi podria decirse que su san-
cién es un mensaje para ofros funcionarios
que se vean ante la disyunfiva.

En cuanto a los fipos penales que re-
fiere Maldonado, es cierto que sus con-
secuencias podrian ser mds graves, pero
finalmente sus efectos se limitan a la esfera
juridica personal de las implicadas, pues

la regulacién de las responsabilidades
administrafivas no da para mds.

Lo verdadera cuestidon que se tendria
que atender es el impacto que la destruc-
cién de la informacién ha fenido sobre
los expedientes implicados, sobre todo si
como lo senala Maldonado, se trata de
invesfigaciones que podrian haber deriva-
do en la imposicion de multas millonarias
para América Mévil. Por lo menos desde
un punfo de vista procesal, las conclusiones
de esas investigaciones tendrian que ser
nulas. Si Arciniega cerrd los expedientes
E-IFT.UC.DG-SAN.1.0041/2018 y E-IFT.
UC.DG-SAN.1.0075/2019 en contra del
AEPT, con el pretexto de que la acumu-
lacién no habia cumplido con requisitos
procesales secundarios, con mayor razén,
cualquier investigacién en la que se haya
comprobado la destruccién de informacién
tendria que ser invalidada.

Es cierto que se requeriria un andlisis
cuidadoso de las vias legales para ho-
cerlo; quizd con una nueva investigacién,
ya sea de oficio o a peticion de parte, o
buscando caminos legales innovadores.
Sin duda, América Mévil se defenderia con
los dientes valiéndose de la garantia de
seguridad juridica, pero definifivamente si
las consecuencias de los ilicitos se quedan
en un mero ano sabdtfico, la captura del
regulador seguiria siendo un negocio muy
redituable para el AEPT.



